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Gronda Franco c. República Argentina

El caso comprende 2 etapas: (i) la primera transcurre de 1947 a 1961; (ii) la segunda comienza en 1954 y concluye en 1966. En el año 1947 el sr. Franco Gronda,  empresario de nacionalidad Italiana y titular de la firma Italiana “Silpa” con domicilio en Milán, llega a Argentina a fin de instalar una planta industrial de aluminio. Para esto solicitó créditos en el banco Industrial de la República, el cual abre un crédito irrevocable en favor de Gronda que éste logra hacer efectivo en parte. Posteriormente, considerándose las autoridades Argentinas perjudicadas por las actividades de Gronda que estimaba delictuosas, promueve una denuncia penal por estafa en perjuicio de la administración pública, y extiende la denuncia a sus colaboradores. Como Gronda se fuga a Italia, el proceso continúa sólo respecto de sus colaboradores. Este primer proceso concluye con la sentencia del 30/03/1954 dictada por la Cámara Nacional en lo Federal Especial de Capital Federal, donde se condena a pena de prisión a los Sres. Cautalupo y Fassio.

Coetáneamente, el Banco Industrial inicia en Italia un juicio contra Gronda fundado en iguales hechos, ya que el pedido de extradición había fracasado por cuanto el tratado de extradición Italo-Argentino autoriza a denegar la extradición de nacionales. Este juicio Italiano concluye con sentencia absolutoria en mayo de 1955. Gronda entonces, por medio de representante, se presenta ante la justicia federal de Capital solicitando su absolución en el proceso donde figuraba como prófugo por medio de la homologación de la sentencia del juez de Milán. La Cámara Nacional reconoce en Julio de 1961 validez a esta sentencia.

Posteriormente Gronda entra en contacto con 5 ciudadanos argentinos y renuncia en Italia ante escribano público a todos los derechos que pudieran corresponderle contra el banco Argentino y/o contra la Nación Argentina, tras lo cual presenta un nuevo plan de introducción de una planta de aluminio, la cual es rechazada por las autoridades Argentinas. Ante esta negativa, Gronda inicia en Italia un proceso penal por estafa contra los 5 ciudadanos argentinos sosteniendo que la renuncia a sus derechos y acciones la había efectuado en base a la promesa hecha en nombre del gobierno argentino de la aprobación de su proyecto. Al ser éste rechazado, se configuraba según Gronda, el ardid que tipifica el delito de estafa. Gronda acumula a este proceso penal contra los cinco ciudadanos Argentinos una acción civil contra el banco industrial y la nación argentina como presuntos responsables. 

El juez Milanés resuelve citar al gobierno Argentino y al Banco Industrial como responsables civiles. Desde el comienzo intervino en el proceso Italiano  la Procuración del Tesoro, la cual tras ser notificada de la demanda en diciembre de 1959, proyectó la nota  que la Cancillería Argentina dirige al encargada de negocios Italiano. En ésta se expone la tesis clásica sustentada por Argentina conforme la cual la Argentina no puede estar sometida a juicio ante un tribunal extranjero sin su conformidad, y aun en el caso que esto sucediera, la sumisión al conocimiento de la causa que pudiera tener un tribunal extranjero, afirmaba Argentina que esto no implicaba análoga sumisión a las medidas ejecutivas que pudieran dictarse durante la tramitación del proceso. 

Previendo la posibilidad que en el proceso de Milán se dispusieran medidas cautelares (como luego sucedió), la Procuración aconsejó repetidamente a Cancillería que por los medios diplomáticos usuales se obtuviera del gobierno Italiano el dictado de un decreto de reciprocidad que impusiera como requisito previo de necesario cumplimiento a la ejecución de medidas cautelares o definitivas de los tribunales de aquel país contra la Argentina, un permiso del Ministro de Justicia de Italia. Desafortunadamente para los intereses Argentinos no se tuvo éxito sino hasta después de producirse el embargo de un avión de Aerolíneas Argentinas el 14/05/1960. El juez Italiano ordenó el embargo de bienes del Estado Argentino, disponiendo dicho embargo en aplicación de la tesis diferencial o moderna que recepta Italia,  interpretando que los hechos que originan la acción constituían actos de gestión y no de imperio.  Finalmente, el decreto aconsejado por la Procuración y solicitado por la Cancillería Argentina, se emite en Italia el 18 de Mayo de 1960, lográndose así el levantamiento del embargo del avión y evitándose  a futuro que se mantuvieran los embargos decretados.

A causa de estos hechos, la Procuración del Tesoro aconsejó modificar el decreto ley 1285/58 sometiendo la exención de la jurisdicción argentina de las naciones extranjeras a la reciprocidad de trato, emitiéndose el decreto – ley 9015 del 09/10/1963. No obstante la incorporación legal del requisito de la reciprocidad, cabe aclarar que se ha señalado que el Poder Ejecutivo nacional nunca dictó un decreto declarando la ausencia de reciprocidad con respecto a Estado extranjero alguno.
 

Para concluir con el caso, el 25/11/1966 el tribunal de Milán que no estaba de acuerdo con lo decidido por el Poder Ejecutivo Italiano, declaró que la acción penal no podía proseguir por falta de jurisdicción con miras al tratado Ítalo-Argentino de extradición de 1886. La sentencia fue confirmada el 20/12/1966 por la Corte de Apelación de Milán. Así terminó el caso Gronda en Italia en lo que concierne al proceso penal y al civil.
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